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2.º Anular la Resolución de la Subdelegación del Go-
bierno de Santa Cruz de Tenerife de 9 de agosto de 1999, 
que acordó no conceder la prórroga de la comisión de 
servicios que ocupaba el recurrente, así como las Senten-
cias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribu-
nal Superior de Justicia de Canarias y del Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 3 de los de Santa Cruz 
de Tenerife, que la confirmaron.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de diciembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón 
Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Javier Del-
gado Barrio respecto de la Sentencia dictada en el recurso 

de amparo núm. 6346-2002

Con el respeto que siempre me merecen mis compañe-
ros, creo procedente formular este Voto particular para 
manifestar mi discrepancia con la mencionada Sentencia.

Implica ésta, como consecuencia de su motivación y 
pronunciamiento, la procedencia de la concesión de una 
comisión de servicios a un liberado sindical, a pesar de 
que, precisamente por tener esa condición, no va a des-
empeñar tales servicios. Entiendo que aquella conclusión 
encierra una terminante «contradictio in terminis».

El acto administrativo que decide una comisión de ser-
vicios tiene, aparte supuestos específicos, una causa clara-
mente descrita en la legislación funcionarial –art. 64.1 y 2 
Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo–: la urgente e ina-
plazable necesidad de la realización de unas tareas, sin 
que haya funcionario que pueda llevarla a cabo. El conte-
nido de esa figura jurídica es la designación de un funcio-
nario que las realice efectivamente y la finalidad es la de 
que esos trabajos se desarrollen para el logro de los fines 
de interés general que sirve la Administración. Se trata, 
así, de una manifestación del principio de eficacia admi-
nistrativa –art. 103.1 CE.

Y ya la Sentencia de la que discrepo destaca cómo 
nuestra jurisprudencia viene declarando que de la eficacia 
administrativa puede derivar que «ciertos sacrificios 
impuestos por la Administración al representante sindical 
sean conformes con la Constitución». Y este es justamente 
el caso.

Supuesta la concurrencia de la causa de la comisión 
de servicios, es decir, la urgente e inaplazable necesidad 
de la realización de un trabajo –de no ser así no podrá 
acordarse tal comisión–, designar para desarrollarlo a una 
persona que no va a desarrollarlo, no sólo se aparta de las 
reglas de la lógica más elemental, sino que viene a frus-
trar la función que en la legalidad ordinaria cumple la 
comisión de servicios por virtud de las exigencias del 
principio constitucional de eficacia administrativa que 
impone que ciertas tareas, urgentes e inaplazables, sean 
efectivamente realizadas para el logro de los fines de inte-
rés general que sirve la Administración –art. 103.1 CE.

La Sentencia que refleja el criterio mayoritario señala 
que «inferimos con seguridad del propio tenor literal de 
los documentos que obran en autos que, sin perjuicio de 
otras motivaciones, la causa última de la decisión de no 
prorrogar la comisión de servicios, fue precisamente la 
condición de liberado sindical del actor» –éste venía des-
empeñando aquella comisión antes de ser liberado y 
sobre su prórroga había de decidir la Administración por 
primera vez después de que el funcionario tuviera la indi-
cada condición–. Pues bien, entiendo que esa solución 
denegatoria integra precisamente una de las consecuen-
cias que, conforme a la Constitución, derivan del principio 
constitucional de eficacia administrativa –art. 103.1 CE.

Y en este sentido emito mi Voto particular, reiterando 
el respeto para la opinión mayoritaria de mis compa-
ñeros.

Madrid, a veinte de diciembre de dos mil cinco.–Javier 
Delgado Barrio.–Firmado y rubricado. 

 833 Sala Primera. Sentencia 337/2005, de 20 de 
diciembre de 2005. Recurso de amparo 1888-
2003. Promovido por Promociones Hispani-
dad, S. A., respecto al Auto de la Audiencia 
Provincial de Zaragoza que denegó su apela-
ción del sobreseimiento decretado por un Juz-
gado de Instrucción de causa por delitos de 
insolvencia punible y estafa.
Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso al recurso legal): inadmisión 
de recurso de apelación penal del querellante 
por extemporáneo que incurre en error patente 
respecto al término inicial del plazo, tras notifi-
cación mediante el Colegio de Procuradores.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo 
Pérez Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 1888-2003, promovido 

por la entidad mercantil Promociones Hispanidad, S.A., 
representada por el Procurador de los Tribunales don 
Jorge Deleito García y asistida por el Abogado don Ángel 
Baquedano Pardo, contra los Autos de 7 y 29 de noviem-
bre de 2002 y la providencia de 19 de febrero de 2003, 
dictados por la Sección Primera de la Audiencia Provincial 
de Zaragoza en el rollo de apelación núm. 239-2002. Ha 
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-

ral de este Tribunal el 1 de abril de 2003, el Procurador de 
los Tribunales don Jorge Deleito García, en nombre y 
representación de la entidad mercantil Promociones His-
panidad, S. A., interpuso recurso de amparo contra los 
Autos y la providencia de la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Zaragoza citados más arriba.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución de este recurso, 
son los siguientes:

a) El representante legal de la sociedad mercantil 
demandante de amparo presentó querella penal contra 
varias personas, por la supuesta comisión de sendos deli-
tos de insolvencia punible y estafa, que se registró con el 
núm. 1852-2002 del libro de diligencias previas del Juz-
gado de Instrucción núm. 7 de Zaragoza. Dicho Juzgado 
dictó Auto, el 28 de abril de 2002, por el que acordó no 
admitir a trámite la querella y el sobreseimiento libre y 
archivo de las actuaciones.
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b) La querellante interpuso recurso de apelación 
contra dicho Auto, que fue estimado por la Sección Pri-
mera de la Audiencia Provincial de Zaragoza mediante 
Auto de 4 de julio de 2002, que anuló el del Juzgado, por 
entender que las decisiones de inadmitir la querella y 
sobreseer las actuaciones resultaban formalmente incom-
patibles, de modo que el Juzgado debía optar por una de 
ellas.

c) Devueltas las actuaciones al Juzgado de Instrucción, 
el 17 de julio de 2002 recayó Auto de sobreseimiento libre 
y archivo de las actuaciones. El 2 de septiembre de 2002 
fue entregada copia de tal resolución en el servicio de 
notificaciones del Colegio de Procuradores, estampán-
dose un sello en el que bajo la indicada fecha se expre-
saba textualmente: «Notificada al Procurador el siguiente 
día hábil».

d) El 6 de septiembre de 2002 la querellante inter-
puso nuevo recurso de apelación contra el Auto de sobre-
seimiento. El 7 de noviembre de 2002, la Audiencia Pro-
vincial dictó Auto por el que acordó no haber lugar al 
recurso, al haberse interpuesto fuera de plazo, en consi-
deración a que habiendo sido notificado el Auto recurrido 
el 2 de septiembre de 2002 y habiéndose presentado el 
recurso de apelación el 6 de septiembre, se excedió el 
plazo entonces fijado en el art. 787.3 de la Ley de enjui-
ciamiento criminal.

e) Contra dicho Auto interpuso la querellante recurso 
de súplica, que fue inadmitido por Auto de 29 de noviem-
bre de 2002, considerando la Sala que contra los autos 
resolutorios de un recurso de apelación no cabe el de 
súplica, aunque añadía que «No obstante lo alegado, y, 
aun no admitiendo el recurso, debe [sic] solicitarse las 
diligencias del juzgado instructor a fin de que, en su caso, 
puede [sic] plantearse de oficio el incidente de nulidad de 
actuaciones y, ello, al parecer, al haber sufrido error en la 
fecha de la notificación».

f) Recibidas por la Audiencia Provincial las actua-
ciones remitidas por el Juzgado a quo, el 19 de febrero 
de 2003 dictó providencia disponiendo textualmente: 
«Dada cuenta, examinadas que han sido las presentes 
diligencias por el Magistrado Ponente, y no habiendo 
lugar al recurso de súplica, remítanse al Juzgado de pro-
cedencia, librando al efecto el correspondiente oficio».

3. La entidad demandante de amparo considera que 
mediante las resoluciones recurridas en amparo se han 
violado los siguientes derechos constitucionales:

a) Derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
en su dimensión de acceso a los recursos legalmente pre-
vistos, por entender que la Audiencia Provincial de Zara-
goza, al inadmitir el recurso de apelación, ha sufrido un 
error patente en la determinación de la fecha de notifica-
ción del Auto recurrido y, en consecuencia, en el cómputo 
del plazo para recurrir. Añade que la indefensión padecida 
se vio agravada cuando, tratando de remediar el defecto 
advertido mediante la presentación de un recurso de 
súplica, el Tribunal también lo inadmitió.

b) Del mismo derecho a la tutela judicial efectiva (art. 
24.1 CE), porque habiéndose acordado por la Sala, en su 
Auto de 29 de noviembre de 2002, reclamar de oficio las 
actuaciones del Juzgado de Instrucción, a efectos de una 
eventual declaración de nulidad de actuaciones, sin 
embargo la posterior providencia de 19 de febrero de 2003 
no se pronunció al respecto, limitándose a acordar que se 
remitieran de nuevo las actuaciones al Juzgado, y ello sin 
permitir a la recurrente formular alegación alguna al res-
pecto.

c) También del reiterado derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), en cuanto que el Juzgado de Ins-
trucción acordó el sobreseimiento y archivo de las dili-
gencias penales sin fundamentación alguna.

d) Del derecho a utilizar los medios de prueba perti-
nentes para la defensa (art. 24.2 CE), puesto que, como 

consecuencia de haberse sobreseído la querella pre-
sentada, no se practicaron las diligencias solicitadas en 
el escrito de querella, esto es, el interrogatorio de los 
querellados, dos pruebas documentales y dos declara-
ciones testificales.

e) Del principio de igualdad (art. 14 CE), «en atención 
a la cantidad innumerable de personas a quienes no se 
lesionan sus derechos constitucionales».

4. Por providencia de 22 de febrero de 2005, la Sección 
Segunda de este Tribunal admitió a trámite la demanda de 
amparo, acordando dirigir atenta comunicación a la Sec-
ción Primera de la Audiencia Provincial de Zaragoza y al 
Juzgado de Instrucción núm. 7 de Zaragoza para que en el 
plazo de diez días remitieran, respectivamente, testimo-
nio del rollo de apelación núm. 239-2002 y de las dili-
gencias previas núm. 1852-2002, así como para que se 
emplazase a quienes hubieran sido parte en el procedi-
miento, con excepción de la recurrente en amparo, para 
que en el plazo de diez días pudieran comparecer en este 
proceso constitucional, con traslado a dichos efectos de 
copia de la demanda presentada.

5. Mediante diligencia de ordenación de 26 de mayo 
de 2005 se tuvieron por recibidos los testimonios de las 
actuaciones remitidos por la Sección Primera de la 
Audiencia Provincial de Zaragoza y por el Juzgado de Ins-
trucción núm. 7 de Zaragoza. También se acordó dar vista 
de las actuaciones recibidas al Ministerio Fiscal y a la 
parte personada, por plazo común de veinte días, para 
que pudieran presentar las alegaciones que estimasen 
pertinentes.

6. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de alega-
ciones el 23 de junio de 2005. Tras descartar la vulneración 
del principio de igualdad, porque se trata de una alega-
ción ayuna totalmente de desarrollo argumental y de 
fundamento alguno, sin que se aporte por la demandante 
un término de comparación adecuado, añade el Fiscal 
que, asimismo, debe rechazarse la queja de lesión del 
derecho a la tutela judicial efectiva por falta de motivación 
del Auto del Juzgado de Instrucción que acordó el sobre-
seimiento de la querella; en primer término, porque este 
derecho fundamental no se alegó en la apelación –de 
modo que falta el requisito de la previa invocación en vía 
judicial-, y, en segundo lugar, porque el Auto contenía una 
motivación razonada y fundada que no puede ser revi-
sada por este Tribunal.

Señala asimismo que debe desestimarse el motivo 
referido a la práctica de las pruebas procedentes para la 
defensa (art. 24.2 CE) porque el querellante en un proceso 
penal no es titular más que del genérico derecho a la 
tutela judicial efectiva, que no incluye en absoluto un pre-
tendido derecho a una completa sustanciación del pro-
ceso penal, ni a la práctica de todas las diligencias solici-
tadas; y la lectura del Auto de sobreseimiento muestra 
que, implícitamente, el Juzgado denegó diversas diligen-
cias al estimar que la querella se había interpuesto como 
preconstitución de una instancia ulterior revisora de lo 
actuado en el ámbito civil, y, en consecuencia, devenían 
improcedentes, constatándose que se trata de una dene-
gación razonada y fundada, respetuosa, por tanto, con el 
derecho fundamental ahora alegado.

Para el Fiscal las únicas quejas con relevancia consti-
tucional son las relativas a la inadmisión del recurso de 
apelación por supuesto error patente de la Audiencia Pro-
vincial en cuanto a la fecha de notificación, y, en su caso, 
la indefensión sufrida por no habérsele dado trámite de 
audiencia una vez recibidos las actuaciones del Juzgado, 
con vistas a una eventual nulidad de actuaciones que se 
tramitaría de oficio, si bien, en realidad, ambos motivos 
pueden tratarse unitariamente, en cuanto lo auténtica-
mente relevante es la inadmisión del recurso de apelación 
por su supuesta extemporaneidad.
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El Fiscal previamente advierte que la demanda de 
amparo no puede calificarse de extemporánea porque, 
realmente, no ha existido un alargamiento artificial del 
plazo para su presentación, ya que la Audiencia Provincial 
de Zaragoza, aunque inadmitió el recurso de súplica, optó 
por actuar de oficio, reclamando las actuaciones del Juz-
gado para determinar si existió o no un error determi-
nante de una nulidad apreciable de oficio. Señalado lo 
anterior, entiende que la inadmisión del recurso de ape-
lación se fundó en un manifiesto error de la Audiencia 
Provincial, que tuvo como fecha de notificación del Auto 
entonces recurrido en apelación la del 2 de septiembre 
de 2002, sin tener en cuenta que dicha diligencia se había 
entendido con el servicio de notificaciones del Colegio 
de Procuradores, que establecía como fecha de recep-
ción el propio 2 de septiembre, y de notificación —de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 151.2 de la vigente 
Ley de enjuiciamiento civil— el día siguiente. Añade que 
la falta de audiencia de la parte interesada una vez recibi-
das las actuaciones reclamadas por la Audiencia Provin-
cial no ha generado una lesión autónoma del derecho a la 
tutela judicial efectiva, aunque dicha audiencia esté pre-
vista en los arts. 227.2 LEC y 240.2 LOPJ.

Entiende el Fiscal que en el presente caso no se trata 
por tanto de la extracción de una determinada consecuen-
cia jurídica por parte del órgano judicial, en cuanto al 
momento de la eficacia de la notificación, sino de un error 
en cuanto al momento en que ésta se produjo, aunque 
sea cierto que los efectos de la notificación al servicio 
común del Colegio de Procuradores se establecen mediante 
una norma de rango legal, el citado art. 151.2 LEC, que 
defiere los efectos de la notificación al día siguiente de la 
entrega en el citado servicio. Ello ha determinado una 
inadmisión del recurso de apelación contra el Auto de 
sobreseimiento libre y archivo que no resulta jurídica-
mente motivada y es, en consecuencia, lesiva del derecho 
a la tutela judicial efectiva.

7. La representación procesal de la recurrente dio 
cumplimiento al trámite de alegaciones conferido 
mediante escrito registrado el 24 de junio de 2005, en el 
que reiteró las efectuadas en el escrito de demanda.

8. A petición del Ministerio Fiscal, por diligencia de 
ordenación de 5 de julio de 2005, se acordó recabar del 
Juzgado de Instrucción núm. 7 de Zaragoza la remisión de 
testimonio del folio 318 de las actuaciones seguidas en 
dicho órgano judicial, así como para que informara a este 
Tribunal si el Auto de 17 de julio de 2002 fue notificado 
mediante el acto de comunicación documentado en dicho 
folio, o en otro distinto. Recibido el 3 de agosto de 2005 el 
testimonio recabado e informado por el Juzgado antedi-
cho que el Auto de 17 de julio de 2002 fue notificado a 
través del referido acto de comunicación, se dio traslado, 
mediante diligencia de ordenación de 22 de septiembre 
de 2005, al Ministerio Fiscal, a fin de que en el plazo de 
cinco días pudiera alegar lo que estimara pertinente. Por 
escrito de 4 de octubre de 2005, el Fiscal se dio por ins-
truido, señalando que nada tenía que añadir o modificar 
de su precedente escrito de alegaciones.

9. Por providencia de 2 de diciembre de 2005 se 
señaló para la deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 12 del mismo mes y año, trámite que ha fina-
lizado en el día de hoy.

II. Fundamentos jurídicos
1. La demanda de amparo, presentada por la entidad 

mercantil Promociones Hispanidad, S. A., se dirige contra 
la decisión de la Sección Primera de la Audiencia Provin-
cial de Zaragoza, adoptada por Auto de 7 de noviembre 
de 2002, de inadmitir, por reputarlo extemporáneo, un 
recurso de apelación interpuesto contra la decisión del 

Juzgado de Instrucción núm. 7 de Zaragoza de sobreseer 
unas diligencias penales.

Como se ha anticipado, la demandante de amparo 
sostiene que la Audiencia Provincial erró en el cómputo 
del plazo de interposición del referido recurso de apela-
ción, lo que ha provocado la vulneración de su derecho a 
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su dimensión de 
acceso a los recursos legalmente establecidos. De ello se 
habrían derivado, a su vez, otras lesiones de alcance 
constitucional —del mismo derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), del derecho a utilizar los medios de 
prueba pertinentes para la defensa (art. 24.2 CE) y del 
derecho a la igualdad (art. 14 CE)— en cuanto que la 
inadmisión del recurso de apelación impidió que el Tribu-
nal provincial se pronunciara sobre la corrección jurídica 
del sobreseimiento y consiguiente rechazo por el Juzgado 
de Instrucción a practicar las diligencias probatorias pro-
puestas por la parte.

Estos reproches los extiende la demandante de 
amparo al ulterior Auto de 29 de noviembre de 2002 (que 
acordó la inadmisión, a su vez, del recurso de súplica 
contra el Auto que inadmitió la apelación) y a la provi-
dencia de 19 de febrero de 2003 (porque, sin previa 
audiencia de la parte, rechazó incoar un incidente de nuli-
dad de actuaciones, pese a que tal eventualidad había 
sido suscitada precisamente por la propia Sala).

El Ministerio Fiscal sólo comparte con la demandante 
de amparo la apreciación de que se ha vulnerado su 
derecho de acceso a los recursos legalmente estableci-
dos, que se integra en el derecho a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE), en tanto que la Audiencia Provincial de 
Zaragoza incurrió en un error fáctico patente al reputar 
como extemporáneo el recurso de apelación interpuesto 
por la sociedad mercantil recurrente, pues el examen de 
las actuaciones pone de manifiesto que, por el contrario, 
fue presentado dentro de plazo.

2. Así delimitado el objeto del presente proceso de 
amparo, debemos comenzar señalando, en cuanto al 
orden de enjuiciamiento de las cuestiones planteadas, 
que reiteradamente hemos concedido prioridad a aqué-
llas de las que pudiera derivarse la retroacción de actua-
ciones (SSTC 96/2000, de 10 de abril, FJ 1; 31/2001, de 12 
de febrero, FJ 2; 70/2002, de 3 de abril, FJ 2; 39/2003, de 27 
de febrero, FJ 2; 75/2005, de 44 de abril, FJ 1; 213/2002, de 
11 de noviembre, FJ 3; 53/2005, de 14 de marzo, FJ 2; y 
152/2005, de 2 de junio, FJ 2), lo que en este caso implica 
que debamos de examinar, en primer lugar, la alegada vul-
neración del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) 
en su dimensión de acceso a los recursos legales, pues la 
estimación de la misma hará innecesario nuestro pronun-
ciamiento sobre las demás.

La infracción del indicado derecho a los recursos legal-
mente previstos se atribuye a los Autos de 7 y 29 de noviem-
bre de 2002 y a la providencia de 19 de febrero de 2003. No 
obstante, es en la primera de estas resoluciones, el Auto 
de 7 de noviembre de 2002, donde se adopta la decisión 
sustancial objeto de este proceso de amparo: la inadmi-
sión, calificada de errónea, de un recurso de apelación. El 
ulterior Auto de 29 de noviembre de 2002 y la providencia 
de 19 de febrero de 2003 vendrían a consolidar el error del 
órgano judicial en la medida en que no lo corrigieron. Sin 
embargo, es preciso decir algo más sobre estas dos reso-
luciones ya que, pese a su incidencia secundaria, la 
demandante de amparo les atribuye la causación, por sí 
mismas, de sendas vulneraciones constitucionales: al 
Auto de 29 de noviembre de 2002 la indebida inadmisión 
del recurso de súplica; y a la providencia de 19 de febrero 
de 2003, el que se dictara sin haber permitido antes a la 
parte formular alegaciones sobre la procedencia de decretar 
la nulidad de actuaciones.

En primer lugar, en relación con la decisión de inad-
mitir el recurso de súplica, adoptada en el Auto de 29 de 
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noviembre de 2002, es suficiente con constatar que se 
trata de una decisión judicial motivada y fundada en una 
interpretación y aplicación razonada y razonable del art. 236 
de la Ley de enjuiciamiento criminal (LECrim), mediante la 
que el órgano judicial descarta que contra los Autos dicta-
dos en segunda instancia quepa recurso de súplica. En 
efecto, existe una constante línea jurisprudencial de los 
Tribunales ordinarios en la interpretación del art. 236 
LECrim, según la cual no cabe recurso de súplica contra 
autos que resuelven, a su vez, otros recursos en segunda 
instancia, pues de lo contrario la posibilidad de recurrir 
sería ilimitada, doctrina ésta que ha sido considera por 
este Tribunal Constitucional compatible con el art. 24.1 CE 
(entre otras, SSTC 203/1989, de 4 de diciembre, FJ 1; 
212/1991, de 11 de noviembre, FJ 1; 3/1992, de 13 de enero, 
FJ 3; 24/1994, de 27 de enero, FJ 2; 169/1996, de 29 de octu-
bre, FJ 2; y AATC 200/2001, de 6 de julio, FJ 2, y 260/2001, 
de 4 de octubre, FJ 4).

En segundo lugar, respecto a que la providencia de 19 
de febrero de 2003 se dictara sin antes haber permitido a 
la parte formular alegaciones, es de advertir que no esta-
mos ante una resolución de las previstas en los arts. 241.2 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) y 227.2 de la 
Ley de enjuiciamiento civil (LEC), en que el órgano judi-
cial, una vez incoado el incidente de nulidad de actuacio-
nes, debe oír a las partes antes de resolver sobre la pre-
tensión anulatoria. Por el contrario, en el caso ahora 
examinado el incidente no llegó a incoarse sino que el 
órgano judicial, a la vista de las actuaciones que había 
recabado del Juzgado a quo, desechó la tramitación del 
incidente de nulidad de actuaciones, pese a que tal posi-
bilidad había sido suscitada por la propia Audiencia. Por 
lo demás, no era obligado, desde la perspectiva constitu-
cional, que el órgano judicial incoara el referido incidente 
de nulidad de actuaciones, ya que hemos expresado en 
ocasiones precedentes que tal incidente no resulta un 
cauce procesal adecuado para obtener la nulidad de una 
resolución judicial por razones de fondo o por un vicio de 
irrazonabilidad o error, como ocurre en este caso, en el que 
la irregularidad denunciada consiste, precisamente, en un 
vicio de error patente (STC 114/2005, de 9 de mayo, FJ 2).

3. Que hayamos descartado que las anteriores reso-
luciones lesionen por sí mismas el derecho a la tutela 
judicial efectiva de la demandante nos obliga ahora a 
valorar si se ha producido una prolongación artificial de la 
vía judicial que convierta en extemporánea la impugna-
ción en amparo del Auto de 7 de noviembre de 2002, por 
el que la Audiencia Provincial de Zaragoza inadmitió por 
extemporáneo el recurso de apelación contra la decisión 
del Juzgado a quo de sobreseer las diligencias penales 
núm. 1852-2002. Y ello porque, como también se ha deta-
llado, la demandante no recurrió directamente en amparo 
esta resolución, sino que previamente interpuso un 
recurso de súplica y, tras la inadmisión de éste, esperó a 
que la Audiencia Provincial resolviera sobre la eventual 
apertura de un incidente de nulidad de actuaciones, posi-
bilidad que había suscitado la propia Sala.

Para dar respuesta a esta cuestión hemos de partir de 
que, según reiterada doctrina de este Tribunal, el plazo de 
veinte días para la interposición del recurso de amparo 
(art. 44.2 LOTC) es un plazo de caducidad, improrrogable 
y no susceptible de suspensión, y, por consiguiente, de 
inexorable cumplimiento, que no consiente prolongación 
artificial ni puede quedar al arbitrio de las partes (por 
todas, SSTC 72/1991, de 8 de abril, FJ 2; 201/1998, de 14 de 
octubre, FJ 3; 78/2000, de 27 de marzo, FJ 2; 69/2003, de 9 
de abril, FJ 2; 185/2004, de 2 de noviembre, FJ 3; y 56/2005, 
de 14 de marzo, FJ 2).

Por consiguiente, la fecha en la que ha de iniciarse el 
cómputo del referido plazo es aquella en la que al deman-
dante de amparo se le notifica o tiene conocimiento sufi-
ciente o fehaciente de la resolución que pone fin a la vía 

judicial previa, sin que puedan tomarse en considera-
ción los recursos notoriamente inexistentes o inviables 
que se interpongan con posterioridad (SSTC 199/1993, 
de 14 de junio, FJ único; 245/2000, de 16 de octubre, FJ 2; 
12/2001, de 29 de enero, FJ 2; 122/2002, de 20 de mayo, 
FJ 2; 189/2002, de 14 de octubre, FJ 4; y 149/2005, de 6 de 
junio, FJ 2).

En el presente caso el Auto de 7 de noviembre de 2002, 
mediante el que la Audiencia Provincial inadmitió el 
recurso de apelación, fue notificado a la parte el 13 de 
noviembre de 2002, iniciándose al día siguiente el plazo 
de veinte días para interponer el recurso de amparo 
(art. 44.2 LOTC), plazo que concluía el 7 de diciembre de 
2002. En este ínterin se produjo la interposición del 
recurso de súplica, que también fue inadmitido por la 
Audiencia Provincial mediante Auto de 29 de noviembre 
de 2002, que se notifica el 2 de diciembre, esto es, cuando 
todavía no había concluido el plazo de veinte días de que 
disponía la parte para recurrir en amparo. En consecuen-
cia, la interposición del recurso de súplica, aun cuando 
resultara improcedente y no pudiera, por tanto, interrum-
pir el plazo de presentación de la demanda de amparo, 
resultó inocuo en la medida en que aún contaba la parte 
con cinco días para poder presentarla, pues el plazo, 
según lo dicho, vencía el 7 de diciembre de 2002.

Sin embargo, la parte tampoco presentó en ese 
momento el recurso de amparo, en atención a que la pro-
pia Audiencia Provincial en su indicado Auto de 29 de 
noviembre de 2002 no se había limitado a inadmitir el 
recurso de súplica sino que, sopesando su posible error 
inicial en el cómputo del plazo, acordó reclamar las dili-
gencias originales al Juzgado de Instrucción «a fin de que, 
en su caso, pueda plantearse de oficio el incidente de 
nulidad de actuaciones y, ello, al parecer, al haber sufrido 
error en la fecha de la notificación». A la vista de esta deci-
sión no puede reprocharse a la parte que no interpusiera 
todavía el recurso de amparo, pues el órgano judicial no 
había concluido su actividad procesal, sino que había 
adoptado una resolución concreta (recabar las actuacio-
nes originales al Juzgado de Instrucción) que estaba 
directamente encaminada a reexaminar la decisión de 
inadmitir el recurso apelación, mediante la incoación de 
oficio de un incidente de nulidad de actuaciones. La cir-
cunstancia de que el propio órgano judicial hubiera 
abierto un cauce procesal para remediar el defecto denun-
ciado, así como el principio de subsidiariedad del recurso 
de amparo, resultan motivos suficientes para que la parte 
no iniciara, paralelamente, la vía del recurso de amparo, 
pues, de haberlo hecho, la presentación de la demanda de 
amparo hubiera resultado prematura con arreglo a nues-
tra doctrina (SSTC 15/2003, de 28 de enero, FJ 2; y 97/2004, 
de 24 de mayo, FJ 3, entre otras muchas).

En consecuencia, dado que la Audiencia Provincial no 
se pronunció definitivamente hasta que dictó la providen-
cia de 19 de febrero de 2003, en la que acordaba devolver 
las actuaciones al Juzgado de procedencia sin incoar el 
incidente de nulidad, y que esta resolución fue notificada 
al Procurador de la parte el 13 de marzo de 2003, el 
recurso de amparo ha sido presentado dentro de plazo.

4. Descartada la concurrencia de todo óbice proce-
sal, estamos ya en condiciones de examinar el núcleo de 
la demanda de amparo, esto es, si ha sido vulnerado el 
derecho a la tutela judicial efectiva de la entidad recu-
rrente (art. 24.1 CE), en su dimensión de acceso a los 
recursos legalmente previstos, como consecuencia de la 
decisión de la Sección Primera de la Audiencia Provincial 
de Zaragoza de inadmitir el recurso de apelación contra el 
Auto de sobreseimiento de las diligencias penales.

En relación con el derecho a los recursos legalmente 
establecidos, como manifestación del más amplio dere-
cho a la tutela judicial efectiva, hemos puesto de relieve 
en numerosas ocasiones que la decisión sobre la admi-



26 Viernes 20 enero 2006 BOE núm. 17 Suplemento

sión a trámite de un concreto recurso y la verificación de 
la concurrencia de los requisitos materiales y procesales a 
que esté sujeto, constituye, en principio, una cuestión de 
legalidad ordinaria que corresponde determinar a los Jue-
ces y Tribunales, en el ejercicio de la potestad jurisdiccio-
nal que les atribuye el art. 117.3 CE (por todas, STC 
252/2004, de 20 de diciembre, FJ 3), sin que del art. 24.1 CE 
dimane un derecho a obtener en todo caso una decisión 
sobre el fondo del recurso interpuesto, que puede ser 
inadmitido sin tacha constitucional alguna por razones 
formales o de fondo (entre otras muchas, STC 48/2002, 
de 25 de febrero, FJ 3).

Ahora bien, sin perjuicio de esa competencia primige-
nia de los órganos de la jurisdicción ordinaria para decidir 
sobre la admisibilidad de los recursos, corresponde a este 
Tribunal Constitucional enjuiciar, a través de los procedi-
mientos de amparo, si la inadmisión de un determinado 
recurso ha podido suponer la lesión del derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). Con motivo de las 
numerosas ocasiones en que este Tribunal ha efectuado 
ese control, se ha conformado una doctrina que desde 
nuestra STC 37/1995, de 7 de febrero, afirma que el con-
trol constitucional que puede realizar este Tribunal sobre 
las resoluciones judiciales que inadmitan un recurso es 
meramente externo y debe limitarse a comprobar si se 
apoyan en una causa legal (STC 168/1998, de 21 de julio, 
FJ 2) o si han incurrido en error material patente, en arbi-
trariedad o en manifiesta irrazonabilidad (SSTC 258/2000, 
de 30 de octubre, FJ 2; 6/2001, de 15 de enero, FJ 3; 112/2002, 
de 6 de mayo, FJ 2; 46/2004, de 23 de marzo, FJ 4; 91/2005, 
de 18 de abril, FJ 2; y 107/2005, de 9 de mayo, FJ 4).

5. Situándonos en el ámbito del error patente, que 
es el defecto que se denuncia en el presente caso, tene-
mos declarado reiteradamente que el derecho a la tutela 
judicial efectiva requiere respuestas judiciales congruen-
tes con las pretensiones deducidas en el proceso y funda-
das en criterios jurídicos razonables, de modo que un 
error del órgano judicial sobre los presupuestos fácticos 
que le han servido para resolver el asunto sometido a su 
decisión puede determinar una infracción del art. 24.1 CE, 
siempre que concurran determinados requisitos, pues no 
toda inexactitud o equivocación del órgano judicial 
adquiere relevancia constitucional.

En primer lugar, se requiere que el error sea determi-
nante de la decisión adoptada, esto es, que constituya el 
soporte único o básico de la resolución (ratio decidendi), 
de modo que, constatada su existencia, la fundamenta-
ción jurídica pierda el sentido y alcance que la justificaba, 
y no pueda conocerse cuál hubiese sido el sentido de la 
resolución, de no haberse incurrido en el mismo. Es nece-
sario, en segundo término, que la equivocación sea atri-
buible al órgano judicial, es decir, que no sea imputable a 
la negligencia de la parte, pues en caso contrario no exis-
tirá en sentido estricto una vulneración del derecho fun-
damental, tal y como presupone el art. 44.1 LOTC. En ter-
cer lugar, el error ha de ser patente o, lo que es lo mismo, 
inmediatamente verificable de forma incontrovertible a 
partir de las actuaciones judiciales, por haberse llegado a 
una conclusión absurda o contraria a los principios ele-
mentales de la lógica y de la experiencia. Y, por último, la 
equivocación ha de producir efectos negativos en la 
esfera del justiciable, de modo que las meras inexactitu-
des que no produzcan efectos para las partes carecen, 
pues, de relevancia constitucional (por todas, SSTC 
96/2000, de 10 de abril, FJ 5; 150/2000, de 12 de junio, FJ 2; 
217/2000, de 18 de septiembre, FJ 3; 55/2001, de 26 de 
febrero, FJ 4; 171/2001, de 19 de julio, FJ 4; 142/2005, de 6 
de junio, FJ 2; y 167/2005, de 20 de junio, FJ 4).

6. Partiendo de las anteriores premisas, debemos 
apreciar que la decisión de la Audiencia Provincial de 
Zaragoza de inadmitir, por extemporáneo, el recurso de 
apelación presentado por la parte recurrente, resulta 

patentemente errónea. Ello sin tener en cuenta que la 
Audiencia Provincial aplicó el plazo de tres días (especí-
fico, en aquel momento, para el procedimiento abreviado, 
conforme a la redacción del art. 787.3 LECrim dada por la 
Ley Orgánica 7/1988, de 28 de diciembre), pese a que el 
Juzgado de Instrucción, al realizar la ilustración del régimen 
de recursos contra la resolución dictada (ex art. 248.4 LOPJ) 
había informado a la parte de que el plazo de interposi-
ción del recurso de apelación era de cinco días.

Según hemos expuesto en los antecedentes de la pre-
sente resolución, el Auto mediante el cual el Juzgado de 
Instrucción acordó el sobreseimiento de las diligencias 
penales fue notificado a la entidad querellante a través del 
servicio de notificaciones del Colegio de Procuradores de 
Zaragoza, mediante entrega de la correspondiente copia 
de la resolución judicial, el 2 de septiembre de 2002. Por 
haberse practicado el acto de comunicación a través de 
un servicio de notificaciones organizado por el Colegio de 
Procuradores, esa notificación debe tenerse por realizada, 
en aplicación del art. 151.2 LEC, el 3 de septiembre de 2002, 
por ser el día siguiente al de la recepción. En consecuen-
cia el día inicial del cómputo del plazo será el siguiente al 
de la notificación, en virtud del art. 212 y del entonces 
art. 787.3 (en la redacción vigente en aquel momento, 
dada por la antes mencionada Ley Orgánica 7/1988, de 28 
de diciembre) de la Ley de enjuiciamiento criminal. En 
consecuencia, el plazo para la interposición del recurso de 
apelación comenzó a correr el 4 de septiembre de 2002, 
concluyendo el 6 de septiembre, que fue el día en el que, 
ciertamente, se presentó.

Se advierte así que el órgano judicial incurrió en un 
error de hecho que resulta patente, manifiesto, evidente o 
notorio, pues su existencia es inmediatamente verificable 
de forma clara e incontrovertible a partir de las actuacio-
nes judiciales, en particular del examen del folio núm. 318 
de las diligencias del Juzgado de Instrucción. En segundo 
lugar, el error ha sido determinante de la decisión adop-
tada, ya que fue precisamente el entendimiento de que el 
recurso de apelación había sido interpuesto fuera de 
plazo lo que fundamenta su inadmisión sin examinar el 
fondo del asunto. Asimismo, la equivocación es atribuible 
al órgano judicial que la cometió, y no a la negligencia o 
mala fe de la parte. Por último, el error ha producido efec-
tos negativos en la esfera jurídica de la entidad recurrente, 
desde el momento en que le ha impedido obtener una 
resolución de fondo sobre su pretensión impugnatoria.

En definitiva, se cumplen todos los presupuestos que, 
según se indicó anteriormente, exige nuestra jurispruden-
cia para otorgar relevancia constitucional al error de 
hecho padecido por el órgano judicial, por lo que ha de 
concluirse que se produjo una denegación de justicia 
nacida de un error judicial manifiesto y determinante de 
la decisión de inadmitir el recurso de apelación, resul-
tando por ello incompatible con la efectividad del derecho 
a la tutela judicial (art. 24.1 CE). El otorgamiento del 
amparo conllevará la necesidad de retrotraer las actuacio-
nes al momento inmediatamente anterior a aquel en el 
que fue dictado el Auto anulado, a fin de que la Sección 
Primera de la Audiencia Provincial de Zaragoza resuelva 
con plena jurisdicción sobre la pretensión de la ahora 
demandante de amparo articulada en dicho recurso, sin 
incurrir en el error padecido.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Estimar en parte la demanda de amparo presentada 

por la entidad mercantil Promociones Hispanidad, S. A., y, 
en su virtud:
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1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Declarar la nulidad del Auto de 7 de noviembre 
de 2002, dictado por la Sección Primera de la Audiencia 
Provincial de Zaragoza en el rollo de apelación núm. 239-
2002.

3.º Retrotraer las actuaciones judiciales al momento 
anterior al de resolverse el recurso de apelación inter-
puesto contra el Auto de sobreseimiento libre y archivo 
de las actuaciones dictado por el Juzgado de Instrucción 
núm. 7 de Zaragoza en las diligencias previas núm. 1852-
2002, con el objeto de que la Sección Primera de la 
Audiencia Provincial de Zaragoza, con respeto al derecho 
fundamental reconocido, dicte la resolución que pro-
ceda.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de diciembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–Manuel Aragón 
Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Firmado y rubricado. 

 834 Sala Segunda. Sentencia 338/2005, de 20 de 
diciembre de 2005. Recurso de amparo 7604-
2003. Promovido por don Genís Pinart Fernán-
dez frente a la Sentencia de un Juzgado de 
Instrucción de Figueres que, en grado de ape-
lación del Juzgado de Paz de Port de la Selva, 
le condenó por faltas de amenazas e injurias.
Supuesta vulneración del derecho a un pro-
ceso con garantías: condena pronunciada en 
apelación sin necesidad de celebrar vista 
pública (SSTC 167/2002 y 170/2002).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7604-2003, promovido 
por don Genís Pinart Fernández, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Rosa Sorribes Calle y 
asistido por el Letrado don Nicolás Pérez Moratones, con-
tra la Sentencia del Juzgado de Instrucción núm. 5 de 
Figueres, de 24 de noviembre de 2003, que estima el 
recurso de apelación 1-2003, interpuesto contra la dictada 
por el Juzgado de Paz de Port de la Selva en juicio de fal-
tas 13-2002. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Guillermo Jiménez Sánchez, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-

ral de este Tribunal el día 18 de diciembre de 2003 la Pro-
curadora de los Tribunales doña Rosa Sorribes Calle, en la 
representación indicada, dedujo demanda de amparo 
contra la resolución judicial de la que se ha hecho mérito 
en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. Los hechos relevantes para la resolución del pre-
sente recurso de amparo son, sucintamente expuestos, 
los siguientes:

a) Como consecuencia de la denuncia formulada por 
don Agustín Torrente Wittek contra el demandante de 
amparo por los insultos que afirmaba le había proferido 
en la mañana del 28 de julio de 2002 en la localidad de 
Port de la Selva se siguió juicio de faltas ante el Juez de 
Paz de esta localidad. Celebrado el juicio oral el indicado 
Juez dictó Sentencia absolutoria el 10 de marzo de 2003, 
Sentencia que fue anulada por el Juez de Instrucción 
núm. 3 de Figueres mediante Sentencia de 30 de junio, en 
la cual se ordenaba al primer órgano jurisdiccional dictar 
nueva Sentencia con sujeción a las previsiones legales.

b) Como consecuencia de lo anterior, el Juez de Paz 
dictó nueva Sentencia el 12 de septiembre de 2003, en la 
que nuevamente se absolvía al demandante de ampro de 
las faltas de injurias y amenazas por las que había sido 
acusado. La Sentencia contiene los siguientes hechos 
probados y fundamentos de derecho:

«Hechos probados
Primero.–Se declara probado expresamente que el día 

28 de julio del 2002, entre las 11 y 11:30 horas de su mañana 
se encontraron en la zona denominada Moll d´en Balleu el 
denunciante Sr. Torrent y el denunciado Sr. Genís de forma 
ocasional, al tener el primero su vehículo estacionado en 
dicha zona y el segundo dirigirse hacia su casa. Que ambas 
personas intercambiaron una serie de palabras sin que 
pueda precisarse el contenido de las mismas. Que el Sr. 
Genís acto seguido se dirigió hacia su casa. Que no resulta 
acreditado que con los antedichos se encontrara persona 
alguna, así como tampoco en dicha zona que pudiera pre-
senciar los hechos, salvo el Agente de Policía Local Sr. 
Aparicio, que se acercaba al vehículo del Sr. Torrent, al 
encontrarse colocando avisos de multa a todos los auto-
móviles mal estacionados, entre los que se encontraba el 
del denunciante Sr. Torrent, siendo en ese momento 
cuando el denunciante se dirigió al Policía manifestando su 
intención de poner una denuncia contra el Sr. Genís que se 
alejaba de la zona, a lo que el Policía Local le indicó que 
debía dirigirse a los Mossos d´Esquadra de Figueres.

Fundamentos de Derecho
Primero.–Que los hechos anteriormente relatados y 

declarados probados no pueden considerarse constituti-
vos de una falta de amenazas e injurias leves, tipificadas 
en el art. 620 del Código Penal, llegándose a tal conclu-
sión de la valoración racional, conjunta y en conciencia de 
las pruebas practicadas y obrantes en las actuaciones, sin 
que este Juzgador haya logrado el convencimiento íntimo 
de la veracidad y existencia de las manifestaciones 
denunciadas, por cuanto las versiones mantenidas por 
ambas partes, denunciante y denunciada, son contradic-
torias, sin hallarse ninguno de ellos acompañados por 
persona alguna que aporte más datos sobre las palabras 
que intercambiaron, manifestando cada uno de ellos en el 
acto de juicio que fueron insultados por el contrario y que 
no respondieron en ningún caso a las palabras ofensivas 
del otro. Que por otra parte el testigo propuesto por la 
parte denunciante que se encontraba próximo a los 
hechos, el Agente de la Policía Local, no oyó los antedi-
chos insultos y amenazas por parte de ninguno de ellos. 
Asimismo dicho testigo manifestó en el acto del juicio que 
no había ninguna otra persona por los alrededores y que 
vio cómo el denunciado se alejaba en dirección a su 
domicilio. Que con relación al otro testigo presentado por 
la parte denunciante el Sr. Llobet, a criterio de este Juzga-
dor, no resulta sólido y contundente su relato de los 
hechos al haber incurrido en contradicciones e impreci-
siones, no presentando suficientes visos de credibilidad, 


